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LEY DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO GENERAL  
LEY  N°  27444 

Artículo III.- Finalidad 
 
La presente Ley tiene por finalidad establecer el régimen jurídico aplicable para que la actuación de la Administración Pública 
sirva a la protección del interés general, garantizando los derechos e intereses de los administrados y con sujeción al 
ordenamiento constitucional y jurídico general  

 
Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo.  

 
1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios. 

 
 
           

1.1 Principio de legalidad.- Las autoridades 
administrativas deben actuar con respeto a la 
Constitución, la ley y al derecho, dentro de las 
facultades que les estén  atribuidas y de acuerdo 
con los fines para los cuales les fueron conferidas. 

 
1.2 Principio del debido procedimiento.- Los 

administrados gozan de todos los derechos y 
garantías inherentes al debido procedimiento 
administrativo, que comprende el derecho a 
exponer sus argumentos, a ofrecer y producir 
pruebas y a obtener una decisión motivada y 
fundada en derecho. 

 
1.3 Principio de impulso de oficio.- Las autoridades 

deben dirigir e impulsar de oficio el procedimiento y 
ordenar la realización o práctica de los actos que 
resulten convenientes para el esclarecimiento y 
resolución de las cuestiones necesarias. 

 
1.4 Principio de razonabilidad.- Las decisiones de la 

autoridad administrativa, cuando creen 
obligaciones, califiquen infracciones, impongan 
sanciones, o establezcan restricciones a los 
administrados, deben adaptarse dentro de los 
límites de la facultad atribuida y manteniendo la 
debida proporción entre los medios a emplear y los 
fines públicos que deba tutelar, a fin de que 
respondan a lo estrictamente necesario para la 
satisfacción de su cometido. 

 
1.5 Principio de imparcialidad.- Las autoridades 

administrativas actúan sin ninguna clase de 
discriminación entre los administrados, 
otorgándoles tratamiento y tutela igualitarios frente 
al procedimiento, resolviendo conforme al 
ordenamiento jurídico y con atención al interés 
general. 

 
1.6 Principio de informalismo.- Las normas de 

procedimientos deben ser interpretadas en forma 
favorable a la admisión y decisión final de las 
pretensiones de los administrados, de modo que 
sus derechos e intereses no sean afectados por la 
exigencia de aspectos formales que puedan ser 
subsanados dentro del procedimiento, siempre que 
dicha excusa no afecte derechos de terceros o el 
interés público. 

 
 

 
1.7 Principio de presunción de veracidad.- En la 

tramitación del procedimiento administrativo, se 
presume que los documentos y declaraciones 
formulados por los administrados en la forma 
descrita por esta Ley, responden a  la verdad de los 
hechos que ellos afirman. Esta presunción admite 
prueba en contrario.  

 
1.8 Principio de conducta procedimental.- La 

autoridad administrativa, los administrados, sus 
representantes o abogados y, en general, todos los 
partícipes del procedimiento, realizan sus 
respectivos actos procedimentales guiados por el 
respeto mutuo, la colaboración y la buena fe. 
Ninguna regulación del procedimiento 
administrativo puede interpretarse de modo tal que 
ampare alguna conducta contra la buena fe 
procesal. 

 
1.9 Principio de celeridad.- Quienes participan en el 

procedimiento, deben ajustar su actuación de tal 
modo que se dote al trámite de la máxima dinámica 
posible, evitando actuaciones procesales que 
dificulten su desenvolvimiento o constituyan meros 
formalismos, a fin de alcanzar una decisión en 
tiempo razonable, sin que ello releve a las 
autoridades del respeto al debido procedimiento o 
vulnere el ordenamiento. 

 
1.10 Principio de eficacia.- Los sujetos del 

procedimiento administrativo deben hacer 
prevalecer el cumplimiento de la finalidad del acto 
procedimental, sobre aquellos formalismos cuya 
realización no incida en su validez, no determinen 
aspectos importantes en la decisión final, no 
disminuyan las garantías del procedimiento, ni 
causen indefensión a los administrados. 

 
1.11 Principio de verdad material.- En el 

procedimiento, la autoridad administrativa 
competente deberá verificar plenamente los hechos 
que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual 
deberá adoptar todas las medidas probatorias 
necesarias autorizadas por la Ley, aun cuando no 
hayan sido propuestas por los administrados o 
hayan acordado eximirse de ellas. 
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1.12 Principio de participación.- Las entidades deben 
brindar las condiciones necesarias a todos los 
administrados para acceder a la información que 
administren, sin expresión de causa, salvo aquellas 
que afectan la intimidad personal, las vinculadas a 
la seguridad nacional o las que expresamente sean 
excluidas por ley; y extender las posibilidades de 
participación de los administrados  y de sus 
representantes, en aquellas decisiones públicas 
que les puedan afectar, mediante cualquier sistema 
que permita la difusión, el servicio de acceso a la 
información y la presentación de opinión. 

 
1.13 Principio de simplicidad.- Los trámites 

establecidos por la autoridad administrativa deberán 
ser sencillos, debiendo eliminarse toda complejidad 
innecesaria; es decir, los requisitos exigidos 
deberán ser racionales y proporcionales a los fines 
que se persigue cumplir. 

 
 
 
 
 

 

 
 
 
 

1.14 Principio de uniformidad.- La autoridad 
administrativa deberá establecer requisitos 
similares para trámites similares, garantizando que 
las excepciones a los principios generales no serán 
convertidos en la regla general. Toda diferenciación 
deberá basarse en criterios objetivos debidamente 
sustentados. 

 
1.15 Principio de predictibilidad.- La autoridad 

administrativa deberá brindar a los administrados o 
sus representantes información veraz, completa y 
confiable sobre cada trámite, de modo tal que a su 
inicio, el administrado pueda tener conciencia 
bastante certera de cuál será el resultado final que 
obtendrá. 

 
1.16 Principio de privilegio de controles posteriores.- 

La tramitación de los procedimientos 
administrativos se sustentará en la aplicación de la 
fiscalización posterior; reservándose la autoridad 
administrativa el derecho de comprobar la 
veracidad de la información presentada, el 
cumplimiento de la normatividad sustantiva y aplicar 
las sancio0nes pertinentes en caso que la 
información presentada no sea veraz. 

 
Artículo 44° Derecho de tramitación.-  
 

44.1 Procede establecer derechos de tramitación en los 
procedimientos administrativos, cuando su 
tramitación implique para la entidad la prestación de 
un servicio específico e individualizable a favor del 
administrado, o en función del costo derivado de las 
actividades dirigidas a analizar lo solicitado; salvo 
en los casos en que existan tributos destinados a 
financiar directamente las actividades de la entidad. 
Dicho costo incluye los gastos de operación y 
mantenimiento de la infraestructura asociada a 
cada procedimiento. 

 
44.2 Son condiciones para la procedencia de este cobro: 

que la entidad esté facultada para exigirlo por una 
norma con rango de ley que esté consignado en su 
vigente Texto Único de Procedimientos  
Administrativos. 

 
44.3 No procede establecer cobros por derecho de 

tramitación para procedimientos iniciados de oficio, 
ni en aquellos en los que son ejercidos el derecho 
de petición graciable o el de denuncia ante la 
entidad por infracciones funcionales de sus propios 

funcionarios o que deban ser conocidas por las 
Oficinas de Auditoría Interna.  

 
44.4 No pueden dividirse los procedimientos ni 

establecerse cobro por etapas. 
 

44.5 La entidad está obligada a reducir los derechos de 
tramitación en los procedimientos administrativos si, 
como producto de su tramitación, se hubieran 
generado excedentes económicos en el ejercicio 
anterior. 

 
44.6 Mediante Decreto Supremo refrendado por el 

Presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Economía y Finanzas se precisará los criterios y 
procedimientos para la determinación de los costos 
de los procedimientos y servicios administrativos 
que brinda la administración y para la fijación de los 
derechos de tramitación. 

 
 
 
 
 

Artículo 45° Límite de los derechos de tramitación.- 
 

45.1 El monto del derecho de tramitación es determinado 
en función al importe del costo que su ejecución 
genera   para la entidad por el servicio prestado 
durante toda su tramitación y, en su caso, por el 
costo real de producción de documentos que expida  

 
 

 
 
la entidad. Su monto es sustentado por el funcionario a 
cargo de la oficina de administración de cada entidad. 
Cuando el costo sea superior a una UIT, se requiere 
acogerse a un régimen de excepción, el cual será 
establecido mediante Decreto Supremo refrendado por el 
presidente del Consejo de Ministros y el Ministro de 
Economía y Finanzas.  
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45.2 Las entidades no pueden establecer pagos 
diferenciados para dar preferencia o tratamiento  

 

 
 
 
especial a una solicitud distinguiéndola de las demás de su 
mismo tipo, ni discriminar en función al tipo de 
administrado que siga el procedimiento.   

 
Artículo 46° Cancelación de los derechos de tramitación.- 
 
La forma de cancelación de los derechos de tramitación, es 
establecida en el TUPA institucional, debiendo tender a 
que el pago a favor de la entidad pueda ser realizado 

mediante cualquier forma dineraria que permita su 
constatación, incluyendo abonos en cuentas bancarias o 
transferencias electrónicas de fondos. 

 
 

CAPITULO II 
De los sujetos del procedimiento 

 
Artículo 50°.- Sujetos del procedimiento. 
 
Para los efectos del cumplimiento de las disposiciones del derecho Administrativo, se entiende por sujetos del procedimiento a: 
 

1. Administrados: la persona natural o 
jurídica que, cualquiera sea su calificación 
o situación procedimental, participa en el 
procedimiento administrativo. 

 
2. Autoridad administrativa: el agente de las 

entidades que bajo cualquier régimen 

jurídico, y ejerciendo potestades públicas 
conducen el inicio, la instrucción, la 
sustanciación, la resolución, la ejecución, 
o que de otro modo participan en la 
gestión de los procedimientos 
administrativos. 

 
Artículo 51°.- Contenido del concepto administrado 
Se consideran administrados respecto de algún procedimiento administrativo concreto: 
 

1. Quienes lo promuevan como titulares de 
derechos o intereses legítimos individuales 
o colectivos. 

 

2. Aquellos que, sin haber iniciado el 
procedimiento, posean derechos o 
intereses legítimos que pueden resultar 
afectados por la decisión a adoptarse. 

Artículo 55°.- Derechos de los administrados 
Son derechos de los administrados con respecto al procedimiento administrativo, los siguientes: 
  

1. La precedencia en la atención del servicio 
público requerido, guardando riguroso 
orden de ingreso. 

 
2.  Ser tratados con respeto y consideración 

por el personal de las entidades, en 
condiciones de igualdad con los demás 
administrados. 

 
3.  Acceder, en cualquier momento, de 

manera directa y sin limitación alguna a la 
información contenida en los expedientes 
de los procedimientos administrativos en 
que sean partes y a obtener copias de los 
documentos contenidos en el mismo 
sufragando el costo que suponga su 
pedido, salvo las excepciones 
expresamente previstas por ley. 

 
4. Acceder a la información gratuita que 

deben brindar las entidades del Estado 
sobre sus actividades orientadas a la 
colectividad, incluyendo sus fines, 
competencias, funciones, organigramas, 
ubicación de dependencias, horarios de 
atención, procedimientos y características. 

 
5. A ser informados en los procedimientos de 

oficio sobre su naturaleza, alcance y, de 
ser previsible, del plazo estimado de 

duración, así como de sus derechos y 
obligaciones en el curso de tal actuación. 

 
6. Participar responsable y progresivamente 

en la prestación y control de los servicios 
públicos, asegurando su eficiencia y 
oportunidad. 

 
7. Al cumplimiento de los plazos 

determinados para cada servicio o 
actuación y exigirlo así a las autoridades. 

 
8. Ser asistidos por las entidades para el 

cumplimiento de sus obligaciones. 
 

9. Conocer la identidad de las autoridades y 
personal al servicio de la entidad bajo 
cuya responsabilidad son tramitados los 
procedimientos de su interés. 

 
10. A que las actuaciones de las entidades 

que les afecten sean llevadas a cabo en la 
forma menos gravosa posible. 

 
11. Al ejercicio responsable del derecho de 

formular análisis, críticas o a cuestionar 
las decisiones y actuaciones de las 
entidades. 
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12. A exigir la responsabilidad de las 
entidades y del personal a su servicio, 
cuando así corresponda legalmente, y  

 
 

13. Los demás derechos reconocidos por la 
Constitución o las Leyes. 

 
Artículo 57° Suministro de información a las entidades 

  

57.1 Los administrados está facultados para proporcionar 
a las entidades la información y documentos 
vinculados a sus peticiones o reclamos que estimen 
necesarios para obtener el pronunciamiento.   

 

57.2 En los procedimientos investigatorios, los 
administrados están obligados a facilitar la 
información y   documentos que conocieron y fueren 
razonablemente adecuados a los objetivos de la 
actuación para alcanzar la verdad material, conforme 
a lo dispuesto en el capítulo sobre instrucción. 

Artículo 58°.- Comparecencia personal 
 
58.1 Las entidades pueden convocar la comparecencia 

personal a su sede de los administrados sólo cuando 
así le haya sido facultado expresamente por ley. 

 

58.2 Los administrados pueden comparecer asistidos por 
asesores cuando sea necesario para la mejor 
exposición de la verdad de los hechos. 

58.3 A solicitud verbal del administrado, la entidad entrega 
al final del acto, constancia de su comparecencia y 
copia del acta elaborada. 

 
Artículo 106°.- Derecho de petición administrativa 
 
106.1   Cualquier administrado, individual o colectivamente, 

puede promover por escrito el inicio de un 
procedimiento administrativo ante todas y 
cualesquiera de las entidades, ejerciendo el 
derecho de petición reconocido en el Artículo 2 
inciso 20) de la Constitución Política del Estado. 

 
106.2 El derecho de petición administrativa, comprende las 
facultades de presentar solicitudes en interés particular del 

administrado, de realizar solicitudes en interés general de 
la colectividad, de contradecir actos administrativos, las 
facultades de pedir informaciones, de formular consultas y 
de presentar solicitudes de gracia. 
 
106.3   Este derecho implica la obligación de dar al 
interesado una respuesta por escrito dentro del plazo legal. 

 
Artículo 107°.- Solicitud en interés particular del administrado 
 
Cualquier administrado con capacidad jurídica tiene 
derecho a presentarse personalmente o hacerse 
representar ante la autoridad administrativa, para solicitar 
por escrito la satisfacción de su interés legítimo, obtener la 

declaración, el reconocimiento u otorgamiento de un 
derecho, la constancia de un hecho, ejercer una facultad o 
formular legítima oposición. 

 
Artículo 110°.- Facultad de solicitar información 
             
110.1 El derecho de petición incluye el de solicitar la 

información que obra en poder de las entidades, 
siguiendo el régimen previsto en la Constitución 
y la Ley. 
 

110.2   Las entidades establecen mecanismos de atención 
a los pedidos sobre información específica y 
prevén el suministro de oficio a los interesados, 
incluso vía telefónica, de la información general 
sobre los temas de interés recurrente para la 
ciudadanía. 

 
Artículo 111°.- Facultad de formular consultas 
 
111.1 El derecho de petición incluye las consultas por 

escrito a las autoridades administrativas, sobre 
las materias a su cargo y el sentido de la 

normativa vigente que comprende su accionar, 
particularmente aquella emitida por la propia 
entidad. 
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Artículo 160°.-   Acceso a la información del expediente 
 
160.1 Los administrados, sus representantes o su 

abogado, tienen derecho de acceso al 
expediente en cualquier momento de su trámite, 
así como a sus documentos, antecedentes, 
estudios, informes y dictámenes, obtener 
certificaciones de su estado y recabar copias de 
las piezas que contiene, previo pago del costo 
de las mismas. Sólo se exceptúan aquellas 
actuaciones, diligencias, informes o dictámenes 
que contienen información cuyo conocimiento 
pueda afectar su derecho a la intimidad 
personal o familiar y las que expresamente se 
excluyan por Ley o por razones de seguridad 

nacional de acuerdo a lo establecido en el inciso 
5) del Artículo 2° de la Constitución Política. 
Adicionalmente se exceptúan las materias 
protegidas por el secreto bancario, tributario, 
comercial e industrial, así como todos aquellos 
documentos que impliquen un pronunciamiento 
previo por parte de la autoridad competente. 
 

160.2 El pedido de acceso podrá hacerse verbalmente 
y se concede de inmediato, sin necesidad de 
resolución     expresa, en la oficina en que se 
encuentre el expediente, aunque no sea la 
unidad de recepción documental. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


